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Resumen: en el marco del XVI Congreso Iberoamericano de 
Derecho Constitucional celebrado del 21 al 25 de octubre de 
2024, en la Ciudad de México, presento ponencia sobre las ca-
racterísticas del hiperpresidencialismo venezolano y las con-
secuencias que ha comportado para la democracia y frente a 
ello se plantea minimizar los riesgos de dicho presidencialis-
mo exacerbado con una propuesta: implementar en Venezuela 
un sistema semipresidencial, esbozando las características que 
este sistema comportaría. 

Abstract: within the framework of the XVI Ibero-American 
Congress of Constitutional Law, held from October 21 to 25, 
2024, in Mexico City, I present a paper on the characteristics 
of Venezuelan hyper-presidentialism and the consequences it 
has had for democracy and, in light of this, it is proposed to 
minimize the risks of said exacerbated presidentialism with a 
proposal: to implement a semi-presidential system in Venezue-
la, outlining the characteristics that this system would entail.
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I. Introducción

El presidencialismo exacerbado o hiperpresidencialismo, im-
pregnado de populismo constitucional e ideológico, es un mal 
que acecha cual pandemia el Estado constitucional de derecho 
y la democracia en Latinoamérica. En el caso de Venezuela, sin 
duda alguna, contribuyó en la consolidación de la dictadura que 
se gestó en las últimas dos décadas. 

El modus operandi está claro: se llega al poder utilizando vías 
democráticas y se perpetúan en el poder mal utilizando e inter-
pretando a su antojo las reglas de la democracia; el segundo paso 
es colonizar los órganos del poder, controlando el legislativo, gra-
cias a la manipulación electoral, que les permitirá a su vez contro-
lar el sistema de justicia, al administrador electoral, la defensoría 
del pueblo y la fiscalía; en definitiva, a toda la institucionalidad 
democrática. A partir de allí, el legislativo y el aparato judicial se 
convierten en instrumentos para “legitimar” las decisiones del 
ejecutivo, para paulatinamente controlar a la sociedad civil orga-
nizada y los individuos, para desmantelar los partidos políticos y 
aterrorizar y criminalizar al adversario. El jefe del ejecutivo hi-
pertrofiado asume encarnar la voluntad popular y “se ve en la ne-
cesidad”, porqué así se lo pide el pueblo internalizado en su per-
sona, de moldear el orden constitucional y legal, cual plastilina, 
para perpetuarse en el poder y “dibujar su propia democracia”. 

Pero al final, cuando ya desaparece el apoyo electoral que 
sustentó en los primeros tiempos al Gobierno, que ahora se con-
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vierte en régimen, solo le queda el control social, aterrorizar al 
país y reprimir, todo ello en medio del fracaso generalizado y  
el empobrecimiento total.

Lo descrito anteriormente es la cruda realidad venezolana. 
Es una realidad que se puede y se ve copiar en otros países de la 
región; es un peligro que acecha, que debemos enfrentar fortale-
ciendo la institucionalidad democrática, lo cual exige un diseño 
constitucional que no favorezca y minimice los riesgos del hiper-
presidencialismo.

Pero estas palabras de tono grave no quiero reflejen pesimis-
mo. Venezuela es un país lleno de esperanza, con sentimientos 
de libertad y democracia a “flor de piel”. Es un país en ebullición 
y con cambios que se van a producir. Ténganlo por seguro: la 
presión internacional y la presión interna hacen que el país sea 
una verdadera “olla de presión” sin válvulas de escape y por ello 
cualquier salida puede sobrevenir. 

La demostración más grande de la voluntad de cambio de los 
demócratas venezolanos es haber ganado unas elecciones, que 
no fueran democráticas ni competitivas; sin embargo, no solo se 
ganaron, sino que se demostró al mundo que se ganaron. Al mo-
mento de presentar esta ponencia, el régimen está “desnudo” y 
el planeta está consciente de ello; el régimen es “fuertemente frá-
gil” y la oposición mayoritaria, en difícil y tormentoso momento, 
está más fuerte que nunca porque goza de legitimidad y tiene los 
objetivos claros.

Analizaremos el tema que nos ocupa desde la óptica del siste-
ma de gobierno hiperpresidencialista venezolano, que comparte 
características con el presidencialismo latinoamericano que im-
pera en nuestras naciones.

II. Características del  
hiperpresidencialismo venezolano

El sistema de gobierno presidencialista diseñado en la constitu-
ción venezolana de 1999 favoreció el descalabro institucional en 
Venezuela: se cometieron “pecados capitales” que crearon las con-
diciones para el desequilibrio institucional a favor del ejecutivo. El 
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diseño constitucional favoreció la fragilidad institucional y propi-
ció el desmantelamiento de los pesos y contra pesos del poder, lo 
que nos condujo a la destrucción del Estado de derecho y de la de-
mocracia. Algunos de esos pecados capitales, que definen nuestro 
sistema de gobierno, son comunes en la región y de allí la alerta. 

Identificaremos y analizaremos los pecados capitales del sis-
tema de gobierno que favorecen y profundizan el desequilibrio 
institucional a favor del ejecutivo, a saber: el mandato largo, fijo y 
rígido del presidente de la República, que profundiza la crisis de 
gobierno por la permanencia excesiva de una misma persona en 
el cargo; el sistema electoral presidencial simple, que no favorece 
al candidato ganador gozar de una sólida legitimidad de origen; la 
reelección indefinida, que conduce a la autocracia y al caudillis-
mo; el vicepresidente ejecutivo no electo que no goza de legitimi-
dad para subrogarse, en caso de faltas absolutas, en la presidencia 
de la República; la habilitación legislativa sin límites temporales, 
materiales y sin control político, que en caso de mayorías presi-
dencial y parlamentaria que coincidan pueden producir abando-
no de la función legislativa por parte del parlamento; el poder 
legislativo debilitado estructuralmente y funcionalmente, como 
consecuencia del unicameralismo; la constitución militarista, 
que desvirtúa y debilita la institucionalidad de la fuerza armada; 
la estructura monocéfala del ejecutivo, que maximiza los riesgo 
de desgaste y deslegitimación del jefe de Estado y de gobierno, 
agravado por la inexistencia de salidas institucionales a las cri-
sis de gobernabilidad y; por último, el centralismo exacerbado y  
el debilitamiento de los partidos políticos. 

Todo lo anterior constituyen características específicas del 
sistema de gobierno venezolano que contribuyen y crean las ba-
ses para el desequilibrio institucional, el falseamiento del estado 
de Derecho y el quiebre constitucional que vive Venezuela.

2.1. El mandato excesivamente largo  
del presidente de la República

El artículo 230 de la constitución venezolana establece un pe-
ríodo presidencial de seis años. En comparación con los demás 
países del continente constituye uno de los mandatos más largos, 
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junto con el consagrado en la constitución mexicana, con la par-
ticularidad de que en esta última que no se admite la reelección 
presidencial.

En un sistema presidencialista como el nuestro, de mandato 
presidencial rígido y fijo, diseñado para no ser interrumpido, y 
que no cuenta con salidas institucionales que permitan la solu-
ción rápida y no traumática a los conflictos derivados de las crisis 
de legitimidad gubernamental, lo que genera es que las crisis en 
cuestión se conviertan en crisis de Estado y se genere un entram-
pamiento político de muy difícil resolución.

Es un hecho normal en política, que la legitimidad de origen 
obtenida con el apoyo electoral al momento de la elección pre-
sidencial se vaya diluyendo en el tiempo, todo ello por el lógico 
desgaste político que genera la gestión gubernativa. Mientras más 
años en el poder, mayor desgaste, lo cual se agrava si la solución 
electoral para la alternancia en el poder se aleja en el tiempo.

Además, la prolongada permanencia en el poder del jefe del  
ejecutivo beneficia a que las instancias de control político  
del estado se vayan “colonizando” por el ejecutivo, favoreciendo 
el desequilibrio institucional, perturbador del orden democrá-
tico. Ante mandatos muy largos, el presidente de la República 
tiene más tiempo para ejercer su poder de nominación y nom-
bramiento de funcionarios de otros órganos del poder público, 
que inclusive deben servir de control y contrapeso del ejecutivo.

Ello sin duda, podría atentar contra la autonomía y el equi-
librio que debe existir entre los órganos del poder público y la 
democracia misma. Un mandato largo podría ser un mecanismo 
para reducir o limitar temporalmente el control electoral y de los 
otros órganos del poder sobre el Gobierno y, por ello, constituye 
una forma de menoscabar la democracia. Mientras más cortos 
los períodos presidenciales, más oportunidades tiene la pobla-
ción de decidir sobre quién lo va a gobernar y más cerca está la 
posibilidad de un control político electoral. Por ello, la tenden-
cia en los sistemas constitucionales del continente es consagrar 
mandatos presidenciales de cuatro años.
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2.2. La reelección indefinida del  
presidente de la República

Desde 2009, la constitución venezolana establece la reelección 
indefinida. Lo anterior constituye el más dañino de los pecados 
capitales del sistema. La reelección indefinida conduce al cau
dillismo y la autocracia y, se agrava aún más la situación, cuando 
se establece, como lo indicamos en el punto anterior, un mandato 
presidencial largo de seis años.

La reelección indefinida constituye un atentado al principio de 
la alternabilidad en el poder, piedra angular de la libertad política.

El poder otorga ventajas que facilitan mantenerse en el po-
der. Desde el poder se va adquiriendo más poder; es más fácil 
controlar y “colonizar” las instituciones y sus autoridades; se de-
sarrollan herramientas para el ventajismo electoral y se finan-
cia más fácilmente, y quizás de manera fraudulenta, el aparato 
político partidista de apoyo presidencial. Con mucha facilidad, 
desde el poder, se pueden desarrollar tentáculos para debilitar  
al adversario político y se pueden poner a disposición presiden-
cial recursos, logísticas y facilidades que desequilibran cualquier 
proceso electoral a favor del presidente-candidato. 

La reelección indefinida estimula el abuso del poder como 
una herramienta para permanecer en el mismo y estimula y fa-
cilita el mesianismo, el personalismo y el caudillismo. En defi-
nitiva, la reelección indefinida es inconveniente para todas las 
democracias y, muy especialmente, para aquellas de países con 
instituciones débiles y las llamadas democracias frágiles, cuyo 
ejemplo histórico son nuestros países latinoamericanos, en los 
que la reelección indefinida (y los sistemas de más de una ree-
lección) llevan consigo el abuso de poder, el relajamiento de los 
controles y a elecciones que dejan de ser libres y competitivas. 
Con el tiempo el ciudadano vota, pero no elige.

La reelección indefinida o un sistema de más de una reelec-
ción permite la figura del presidente-candidato. Tal dualismo 
favorece el ventajismo electoral, disminuye las garantías electo-
rales de igualdad y no discriminación entre candidatos, permite 
el uso indiscriminado de bienes y servicios del Estado a favor de 
la campaña del presidente-candidato; en definitiva, se facilita el 
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abuso y la corrupción. Ello hace que los sistemas presidenciales 
se conviertan en sistemas personalistas y caudillistas, presupues-
to esencial del totalitarismo, desdibujando no solo el sistema de 
gobierno, sino la democracia misma.

En Latinoamérica la tendencia es protegerse constitucional-
mente del mal endémico del caudillismo y del personalismo, pro-
hibiendo la reelección indefinida, en algunos casos y, limitando 
la posibilidad de la reelección, en otros. El objetivo no siempre 
se ha logrado, más cuando se fortalece el hiperpresidencialismo, 
impregnado de populismo.

En definitiva, la reelección indefinida al vulnerar el principio 
de la alternancia en el poder y favorecer el caudillismo, atenta 
contra la democracia misma y con ello el falseamiento del Estado 
de derecho y el quiebre del orden constitucional.

2.3. El sistema electoral simple para  
elegir al presidente de la República

El artículo 228 constitucional establece, que la elección del pre-
sidente de la República se hará por votación universal, directa 
y secreta y se proclamará electo el candidato que hubiere obte-
nido la mayoría de los votos válidos, consagrando de esta forma 
un sistema electoral simple para la elección del presidente de  
la República: gana el candidato que obtenga más votos, en una 
sola vuelta electoral.

Somos del criterio, que el presidencialismo latinoamericano 
debe procurar la mayor base de sustentación electoral al mo-
mento de elegir al presidente de la República, a fin de favorecer 
una mayor legitimidad del candidato electo. Un sistema electo-
ral simple, como el consagrado en la constitución venezolana, 
solo maximiza la posibilidad de que a corto plazo el presidente, 
desgastado por la gestión gubernativa, pierda sustento, apoyo y 
confianza, lo que va a generar indefectiblemente una crisis de le-
gitimidad en el órgano ejecutivo del poder, con las consecuencias 
inmediatas sobre la gobernanza del país. 

En efecto, un sistema mayoritario simple para elegir al pre-
sidente de la República, tanto más en un sistema presidencialis-
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ta, favorece la decisión del elector, pero no la representatividad 
del elegido y su legitimidad electoral. En un sistema como este 
se impone la mayoría, que puede ser precaria, sobre el resto del 
cuerpo electoral. Siendo que lo importante en el sistema presi-
dencialista, de mandato largo y rígido, es que el presidente de la 
República pueda soportar el mayor tiempo posible el desgaste 
que implica gobernar y, para ello, una legitimidad de origen que 
lo sustente y le dé fuerza política puede ser muy útil.

La elección simple puede convertirse a corto plazo en una 
fuente de inestabilidad gubernamental.

2.4. El vicepresidente ejecutivo no electo

Conforme al sistema constitucional venezolano, el vicepresidente 
ejecutivo es un funcionario designado por el presidente de la Re-
pública, por lo tanto, de libre nombramiento y remoción. Al ser 
el vicepresidente ejecutivo un funcionario de libre remoción del  
presidente se convierte en un agente del mismo y no goza de 
una legitimidad electoral de origen. Tal situación es única en  
los regímenes presidencialistas latinoamericanos. Dicha figura,  
en el resto del continente, es electa en fórmula electoral con el pre-
sidente de la República, en lo que se denomina en algunos países 
del continente como el binomio electoral o en fórmula electoral.

Sin duda alguna, la elección del vicepresidente le otorgaría la 
legitimidad suficiente en caso de suplir las vacantes temporales y 
absolutas del presidente de la República y minimiza, para este su-
puesto, los riesgos de desconfianza y de ilegitimidad que podrían 
conducir a una crisis de gobernabilidad.

La situación resulta más complicada en el sistema venezola-
no, cuando se produce la vacante absoluta en la presidencia de 
la República en los dos últimos años del período constitucional. 
En este caso, el vicepresidente ejecutivo es llamado a culminar el 
mandato presidencial. En este supuesto, la legitimidad que otor-
ga haberse sometido a una elección podría ser fundamental, para 
poder sobrellevar la tarea encomendada y las competencias atri-
buidas; políticamente podría estar en una situación de desven-
taja y de debilidad, que fácilmente podría generar en una crisis 
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de gobernabilidad, difícilmente superable. Esta crisis, sin lugar 
a dudas, contribuiría, en el contexto estudiado, al desequilibrio 
institucional.

2.5. La habilitación legislativa  
sin límites ni controles

Conforme al numeral 8º del artículo 236 de la constitución, el 
Ejecutivo Nacional cuenta con una potestad normativa excepcio-
nal cuando, en virtud de la habilitación legislativa acordada me-
diante ley por la Asamblea Nacional, dicta decretos leyes. Dichos 
actos normativos tienen fuerza, valor y carácter de ley, pudiendo 
derogarlas o modificarlas parcialmente. 

El problema radica, en que la constitución no señala requisi-
tos de forma y de fondo que se debe cumplir para otorgar la ha-
bilitación legislativa y dictar los decretos leyes con base en dicha 
habilitación. 

La habilitación legislativa, con institución democrática, debe 
tener justificación en la crisis y la necesidad y límites materiales 
y temporales precisos y parámetros muy bien determinados; por 
su parte, los decretos leyes producto de la habilitación deben es-
tar sometidos a control político y jurisdiccional, de esta forma, 
no se convierte en un instrumento de desequilibrio institucional 
a favor del ejecutivo y no constituye un atentado a la reserva legal 
y al sistema de libertades.

2.6. La Constitución militarista

La Constitución venezolana es militarista y contribuye a que se 
produzca un inevitable desequilibrio a favor del poder ejecutivo 
y se refuerce el caudillismo militar, afectando negativamente el 
sistema de gobierno y el sistema político democrático. En el tex-
to constitucional se promueve un Estado militarista que atenta 
contra el Estado civil, socavando las bases de este gran logro de 
la democracia occidental.

La constitución de 1999 hace responsable de la seguridad na-
cional, no solo a la autoridad pública en términos generales y am-
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plios, sino también a los ciudadanos, la sociedad civil organizada 
y las personas jurídicas de derecho privado, con forma asociativa 
civil o mercantil. Este concepto amplio, general y globalizante 
pretende convertirnos en un Estado militar o militarizado, donde 
todos, sin excepción, tenemos la obligación de asumir un rol en 
la seguridad nacional.

Además, el artículo 326 de la constitución establece que la 
seguridad nacional se fundamenta en el desarrollo integral de  
la nación y procura la satisfacción progresiva de las necesidades 
individuales y colectivas de los venezolanos, sobre las bases de 
un desarrollo sustentable y productivo de plena cobertura para la 
comunidad nacional. El principio de la corresponsabilidad antes 
señalada en el ámbito de la seguridad y defensa nacional se ejerce 
sobre los ámbitos económico, social, político, cultural, geográfi-
co, ambiental y militar. Con ello se habilita, en los términos más 
amplios, la intervención militar en los asuntos civiles. Por otra 
parte, la institución castrense, podrá ejercer las actividades de  
policía administrativa y de investigación penal, competencia  
de la autoridad civil en toda democracia. 

Igualmente debemos señalar, que la constitución elimina la 
cláusula de obediencia y subordinación de la autoridad militar 
a la autoridad civil y le otorga al jefe del Estado, comandante 
político de la fuerza armada, funciones de carácter operativas; 
ello desvirtúa la naturaleza de la figura de comandante en jefe 
de la fuerza armada que se le asigna al presidente de la República 
en los sistemas democráticos, convirtiéndose en un jefe militar, 
operativo y administrativo, asumiendo funciones profesionales, 
más que de jefe político, protocolar e integrador que garantiza 
estabilidad institucional. 

2.7. Unicameralismo parlamentario.  
Parlamento debilitado por su  

estructura y organización

La Constitución venezolana de 1999 rompe con la tradición re-
publicana de contar con una estructura bicameral en el órgano 
legislativo del Poder Público Nacional, que se impuso desde la 
primera constitución venezolana de 1811.
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Ello atenta contra la solidez estructural, organizativa y fun-
cional del órgano parlamentario del Poder Público Nacional, aus-
piciando aún más el desequilibrio institucional a favor del Poder 
Ejecutivo Nacional.

No existe una justificación lógica, racional y técnica para 
romper con la tradición bicameral e imponer el unicameralismo 
parlamentario, más cuando estamos en Venezuela en un país con 
forma de Estado federal.

En definitiva, el unicameralismo es instaurado en nuestro 
sistema constitucional con el objetivo de debilitar el órgano le-
gislativo y para generar un desequilibrio institucional a favor del 
gobierno. 

Consideramos que, para el presidencialismo latinoameri-
cano, particularmente de institucionalidad débil, lo más útil y 
provechoso es contar con un parlamento fortalecido que le haga 
contrapeso y equilibrio al ejecutivo y fortalecer todas las funcio-
nes parlamentarias y, particularmente, las funciones políticas y 
de control al Gobierno.

2.8. La estructura monocéfala en el ejecutivo y la  
inexistencia de salidas institucionales a las crisis  
de gobernabilidad: crisis de gobierno se convierte  

en crisis de Estado

El presidencialismo latinoamericano y el venezolano, entre ellos, 
tiene como característica la rigidez constitucional, que no permi-
te salidas rápidas e institucionales a las crisis de gobernabilidad. 

El presidente de la República, jefe de Estado y Gobierno, por 
la naturaleza y cúmulo de sus funciones está sometido, sin duda 
alguna, al normal desgaste político y, en consecuencia, a una 
eventual y siempre probable pérdida de legitimidad y confianza.

En caso de producirse una crisis de legitimidad o confian-
za en el poder ejecutivo, el sistema de gobierno presidencialista 
no ofrece salidas fáciles o rápidas, no traumáticas, para solven-
tarlas. De existir (referendo revocatorio o juicios políticos, por 
ejemplo), son mecanismos complejos y difíciles de activar que 
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siempre dejan traumas políticos y sociales, más que solución de-
finitiva a la crisis.

Es por ello, que cualquier crisis de gobierno se convierte en 
una crisis de Estado y con ella la inestabilidad institucional; no 
existen válvulas de escape para resolver fácilmente los proble-
mas de gobernabilidad. 

Si el presidente, que es jefe de Estado y de gobierno a la vez, 
no goza de la confianza del cuerpo electoral que lo eligió, solo 
cabe pocas opciones: o permanece en el cargo soportando el país 
la crisis o; se activan mecanismos difíciles y complejos para in-
terrumpir el mandato y procurar la sustitución del presidente o; 
se desencadenan métodos poco ortodoxos para sustituir al pre-
sidente. 

El sistema está diseñado para mandatos fijos y rígidos. En 
principio el ejecutivo está para completar su mandato sin in
terrupción; de existir un mecanismo de sustitución, su activación 
es traumática y sus efectos, difíciles de predecir.

En definitiva, el presidencialismo latinoamericano no está 
concebido para darle salidas eficientes y no traumáticas a las cri-
sis de legitimidad en el ejecutivo, generando verdaderas crisis 
de Estado. De manera definitiva, lo anteriormente expuesto, es 
el reflejo de un sistema inestable y fracasado. Este último plan-
teamiento, por lo demás, agrava la situación en la medida que 
dificulta las recomposiciones institucionales y las salidas consti-
tucionales a las graves crisis que el mismo sistema favorece que 
surjan. 

2.9. Otras debilidades que afectan el sistema de gobierno: 
centralismo y debilitamiento de los partidos políticos

El debilitamiento constitucional de la forma de Estado federal y 
de los partidos políticos tiene incidencia relevante y, sin lugar a 
dudas, condicionan al sistema de gobierno. Lo anterior contribu-
ye notablemente a la consolidación del presidencialismo exacer-
bado y al desequilibrio institucional entre los órganos del poder. 
Durante la vigencia de la constitución de 1999, se ha desarrolla-
do una peligrosa vocación centralista para controlar el poder, los 
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ciudadanos y la empresa privada. Todo ello propicia un desequi-
librio institucional del poder, en beneficio del ejecutivo y una 
forma de eliminar los contrapesos de poder que constituyen los 
Gobiernos estatales y locales, desequilibrando el poder a favor 
del Ejecutivo Nacional y desdibujando el sistema de gobierno y 
su carácter democrático y con ello el falseamiento del Estado de 
derecho. 

Por último, se desmantelaron los partidos políticos de oposi-
ción y se criminalizó la disidencia. Ello conlleva al desmantela-
miento de la democracia.

III. Propuestas para transitar del presidencialismo 
 al semipresidencialismo en Venezuela

Para enfrentar el hiperpresidencialismo denunciado, nuestra 
propuesta es ir a un sistema semipresidencial.  En estas jornadas 
de trabajo no he conseguido un solo defensor del presidencia-
lismo latinoamericano. Definitivamente, necesitamos un antído-
to, un nuevo diseño constitucional, y el semipresidencialismo es 
una alternativa válida.

El objetivo es quitarle rigidez al presidencialismo y darle vál-
vulas de escape a las crisis de legitimidad en el ejecutivo y en el 
parlamento.

La idea es establecer una jefatura de Estado con legitimidad 
electoral y poder político real y competencias efectivas, asunto 
que parece indispensable en latinoamérica. Para ello propone-
mos dividir la estructura del ejecutivo, consagrando un jefe de 
Gobierno, que depende del jefe de Estado, quien lo nombra y des-
tituye, y de la cámara baja del legislativo, quien le otorga su con-
fianza para gobernar. Auspiciamos la responsabilidad permanen-
te del Gobierno ante el propio jefe de Estado y el legislativo y, en 
caso de que sea necesario sustituirlo, contar con los mecanismos 
institucionales para ello, como un fusible cuando se produce cor-
to circuito. Nuestra propuesta pretende reequilibrar el poder y 
crear los pesos y contrapesos necesarios para ello. Queremos 
plantear un sistema de gobierno flexible, más responsable, que 
procure mayor estabilidad institucional. Asimismo, proponemos 
un poder legislativo más fuerte estructural y funcionalmente.  
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El sistema semipresidencial, es capaz de auto modelarse: 
cuando coinciden las mayorías parlamentarias y presidencial, 
estaremos en presencia de un sistema presidencial, con pesos y 
contrapesos que equilibran el poder; pero si no llegaran a coinci-
dir esas mayorías, porque así lo decidió el cuerpo electoral, esta-
ríamos en presencia de un sistema semipresidencial, con fuerte 
influencia parlamentaria. Proponemos transitar del presidencia-
lismo latinoamericano al parlamentarismo, pero sin necesidad 
de concretar un sistema parlamentario.  Probemos “criollizar” un 
sistema semipresidencial, parlamentarizando nuestro presiden-
cialismo. Esta propuesta tiene una fuerte influencia del sistema 
de gobierno francés; los franceses transitaron del parlamentaris-
mo al sistema presidencial, nosotros proponemos el recorrido a 
la inversa, para tener como resultado el semipresidencialismo o 
semiparlamentarismo.

A continuación, les presento las propuestas concretas que se 
deben introducir en el sistema de gobierno en Venezuela: 

3.1. Reformas en la estructura, organización y 
funcionamiento del Poder Ejecutivo

Proponer una estructura bicéfala en el ejecutivo, con un presi-
dente de la República, jefe de Estado, y un jefe de Gobierno, sig-
nifica un importante salto hacia un sistema semipresidencial y 
ello implica introducir una de las características claves del siste-
ma parlamentario. 

Se plantea consagrar un presidente de la República, jefe de 
Estado electo, tal como en todo sistema presidencial, con fun-
ciones reales y efectivas. El ejecutivo se verá reforzado, con un 
jefe de Gobierno que estará sometido al desgaste que genera la 
gestión gubernamental, preservando así la figura presidencial. 

Se propone eliminar, en consecuencia, la figura del vicepre-
sidente Ejecutivo.  

El mandato presidencial a cuatro años para evitar que las cri-
sis de legitimidad en el ejecutivo se perpetúen. Mientras más cor-
to el mandato, más control político electoral tiene lugar.
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Se elimina la reelección indefinida y se admite, para garan-
tizar la continuidad de un buen Gobierno, una única reelección 
inmediata. 

La elección presidencial debe procurar la mayor base de 
sustentación política-electoral. Para ello, se debe establecer la 
doble vuelta electoral, como es la corriente mayoritaria en el 
presidencialismo latinoamericano. Este sistema electoral incen-
tiva y hace indispensable la negociación democrática y favorece 
la eventual participación de otras fuerzas políticas en el futuro 
Gobierno. La doble vuelta se puede constituir en un mecanismo 
de control político, ya que las coaliciones siempre reclamarán 
cuotas de poder y supervisarán la gestión gubernamental, ase-
gurando así el prestigio ante su electorado, en virtud del apoyo 
político aportado.  

Proponemos la incorporación en nuestro sistema constitu-
cional del impeachment, como mecanismo para enjuiciar al pre-
sidente; en tal sentido, se debe diseñar un procedimiento donde 
intervengan la Cámara de Diputados y el Senado. La primera au-
toriza el enjuiciamiento y, la segunda, tramita el juicio y decide; 
el procedimiento debe garantizar el debido proceso y se debe re-
querir mayoría calificada para acordarlo. Visto lo anterior, se pro-
pone eliminar el referendo revocatorio del mandato presidencial.

Se plantea la creación de la figura del jefe de Gobierno. El 
mismo está a la cabeza del Gobierno y su rol es gobernar. Dicho 
funcionario sería nombrado por el presidente de la República, 
pero debe gozar de la confianza de la mayoría parlamentaria, con 
lo cual se requiere la investidura en la cámara baja. En tal sentido, 
se establece una doble responsabilidad política:  ante el presiden-
te de la República y ante el parlamento. El Gobierno gobierna en 
tanto y en cuanto goce de la confianza del presidente de la Repú-
blica y del parlamento. La destitución del Gobierno puede partir 
del presidente o del parlamento, “oxigenando” el sistema. 

La responsabilidad política se puede exigir mediante el voto 
de censura constructivo, lo que quiere decir que solo prospera la 
destitución si se cuenta con el apoyo parlamentario para designar 
un nuevo jefe de Gobierno.   Se racionalizaría el régimen de la 
responsabilidad, para minimizar riesgos de inestabilidad. 
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Igualmente, se consagraría la figura del voto de confianza, 
para reafirmar la legitimidad de la acción de Gobierno y, asimis-
mo, se le permitiría comprometer la responsabilidad del Gobier-
no frente a la aprobación de un texto de ley. Ello quiere decir, que 
si el Gobierno consigue excesivas trabas para la aprobación de un 
texto legal, podría comprometer su responsabilidad política fren-
te a dicho texto de ley, el cual sanciona y promulga en Consejo de 
ministros, pero se somete automáticamente a un voto de censura, 
que si prospera, será destituido el Gobierno. 

La responsabilidad política sería colectiva y, en caso de pros-
perar la censura, acarrea la destitución de todo el Gobierno. 

Para mitigar los efectos de la condición de presidente-candi-
dato, proponemos una ley de garantías electorales que minimice 
el ventajismo del Gobierno y genere igualdad de condiciones en-
tre candidatos. 

El sistema propuesto amerita redefinir el régimen aplicable a 
la potestad normativa excepcional del ejecutivo, en virtud de la 
habilitación legislativa. Planteamos minimizar la reserva legal y, 
por ende, proponemos reducir el ámbito material exclusivo de 
la ley.  Una reserva legal más pequeña y un poder reglamentario 
mayor se imponen debido a las exigencias y la dinámica del esta-
do moderno. La habilitación legislativa debe tener límite tempo-
ral, condicionado a la superación de la urgencia y la necesidad, 
requisito objetivo indispensable para su procedencia; debe esta-
blecer la materia no delegable, entre ellas, lo referente a la regula-
ción de los derechos y garantías fundamentales y la materia penal 
y sancionatoria y; por último, los decretos leyes producto de la 
habilitación debe tener un control político, a saber, su vigencia 
futura está condicionada  por la aprobación posterior del decreto 
ley, por parte del órgano parlamentario. 

3.2. Propuestas de reformas a la estructura,  
organización y funcionamiento del poder legislativo

A fin de fortalecer institucionalmente y estructuralmente al po-
der legislativo, se impone la restauración del bicameralismo. 
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El Senado debe tener preponderancia en los temas de política 
exterior, en materia de defensa nacional, en el ámbito del federa-
lismo y descentralización y en el nombramiento de magistrados, 
rectores al Consejo Electoral, procurador general de la Repúbli-
ca, y fiscal general, entre otros. Por su parte, el Senado conocería 
del enjuiciamiento presidencial.

La cámara baja, por su parte, debe ser la cámara política por 
excelencia y debe llevar la tutela en el ámbito del control del Go-
bierno y la materia fiscal, tributaria y presupuestaria. Ante ella 
se haría efectiva la responsabilidad política del gobierno y del 
jefe de Gobierno, a través de los mecanismos de la investidura, la 
confianza y la censura. 

El mandato de los diputados se propone sea de cuatro años 
y la elección tendría lugar a mitad de término del mandato pre-
sidencial. Los senadores tendrían un mandato a seis años, con 
renovación parcial cada tres años. De esta forma se podría lograr 
un mayor control político electoral sobre el Gobierno. 

El Congreso, reunión del Senado y la Cámara de Diputados, 
tendría competencias para la tramitación de las reformas cons-
titucionales, para recibir mensajes presidenciales y llevar a cabo 
sesiones solemnes o especiales de carácter protocolar. 

Se debe fortalecer la función contralora del parlamento sobre 
el Gobierno y el restablecimiento de la democracia parlamenta-
ria; otorgándole a la oposición estatus de protección y garantías 
para ejercer sus funciones.  

En este orden de ideas, planteamos la modificación del régi-
men de sesiones, el  régimen de las comisiones parlamentarias, 
el tratamiento a los privilegios y  beneficios parlamentarios, la 
eliminación de la Comisión delegada, la adscripción de la Defen-
soría del Pueblo y la Contraloría General de la República como 
entes subalternos del Congreso y órganos de control parlamenta-
rio, entre otras propuestas de cambio. 

El sistema electoral para elecciones parlamentarias es 
un asunto de particular importancia, para minimizar los riesgos 
de inestabilidad que un sistema como el propuesto comporta. El 
sistema electoral debe generar mayorías claras que permita con-
formar Gobierno con los menores traumas, permitiendo de al-
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guna forma que haya presencia de partidos minoritarios. En tal 
sentido, proponemos un sistema electoral, uninominal mayori-
tario a dos vueltas, para elegir a los congresistas, que incentive 
la relación elector-elegido y fortalezca la responsabilidad de los 
diputados. En su defecto, hemos propuesto un sistema electoral 
perfectamente paritario o mixto, de representación proporcional 
de las minorías y uninominal mayoritario.  Es importante evitar 
la excesiva representación de las mayorías y asegurar la repre-
sentación proporcional de las minorías.

IV. Conclusión

La crisis terminal de Venezuela nos obliga a pensar en la recons-
trucción total del país. A las crisis se les debe sacar provecho. La 
solución a nuestro desastre es política y el rol de nosotros como 
constitucionalistas es ser militantes de la democracia, para dar-
le apoyo a los argumentos políticos. En nuestro caso, la debacle 
total, nos proporciona un momento constituyente, que, una vez 
lograda la gobernabilidad del país, debe ser fortalecido con un 
diseño constitucional novedoso.
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